
Que reforma los artículos 20 y 21 de la Ley de Migración, a cargo 
de la diputada María Victoria Mercado Sánchez, del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano 
La que suscribe, María Victoria Mercado Sánchez, diputada a la LXIII 
Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, 
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como los 
artículos 77 y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de 
decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de 
Migración en materia de protección de los derechos humanos para los 
migrantes, al tenor de la siguiente 
Exposición de Motivos 
Nuestra Carta Magna señala en su artículo primero que sin excepción todo 
individuo gozará de los derechos reconocidos por el estado. Como se 
expresa con toda claridad, cualquier persona queda amparada bajo estos 
términos, dentro del territorio nacional tomando en cuenta tanto a la 
población nacional como a extranjeros además de migrantes, teniendo plena 
vigilancia para brindar certidumbre a estos últimos en particular dada su 
condición jurídica en el país1 . 
De forma similar en el artículo 33 constitucional tratándose de extranjeros, 
se dice que toda aquella persona que reúna estas características contará con 
la protección de las leyes mexicanas y en especial contará con la protección 
de sus derechos humanos2 . 
Tristemente la realidad es otra, y el desprecio hacia las personas migrantes 
se hace aparecer bajo muchas formas y condiciones. En varias de las 
ocasiones cuando se conoce de alguna detención de migrantes en pasos 
fronterizos, garitas y estaciones migratorias, es común encontrar que estas 
personas se quejan de ser maltratadas y en muchas de las ocasiones 
violadas en sus derechos humanos. 
México, por su posición geográfica, es paso obligado para miles de 
migrantes quienes buscan una mejor forma de vida en los Estados Unidos 
de Norteamérica, pero desafortunadamente durante su paso son expuestos a 
diversas situaciones que hacen de su camino y su estancia un amargo 
peregrinar. 
Extorsiones, secuestros, vejaciones, maltratos físicos y verbales y violencia 
psicológica por parte de autoridades, desprecio por parte de la población y 
otras más, son algunas de las condiciones por las que pasan miles de 



personas migrantes al internarse por el territorio mexicano durante el 
trasiego hacia la frontera norte de nuestro país3 . 
Sin duda alguna son diversos los factores que orillan a esta población a 
desplazarse, en la mayoría de las veces se debe a la búsqueda de mejores 
oportunidades de trabajo, pero en otras se trata de un aspecto de orden 
familiar, por ejemplo en la búsqueda o reencuentro de algún miembro de 
familia que por necesidades de mejora en la calidad de vida en sus hogares 
tuvieron la necesidad de migrar; vergonzosamente son autoridades y cientos 
de connacionales quienes abusan de la necesidad de estas gentes y hacen 
escarnio de su condición de migrantes sin importarles que como personas 
gozan de derechos y obligaciones lo que hasta cierto sentido les hacen 
conservar el estatus de “ilegales”. 
Por difícil que parezca, el marco normativo con el que contamos en materia 
de migrantes, no es lo suficiente amplio y preciso para evitar que se sigan 
dando arbitrariedades e irregularidades en contra de los migrantes. 
Debemos reconocer que tanto la Ley de Migración como la Ley sobre 
Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político señalan el deber 
respecto de la protección de los derechos humanos de los migrantes, no 
obstante aún se alcanzan a percibir vacíos legales que dan paso al mal 
desempeño de actores inmersos en el trato directo con los migrantes. 
Hoy en día subyace la necesidad de direccionar la interpretación jurídica 
que se le da a las leyes nacionales en la materia, pues está claro que al 
referirse de la inscripción del concepto “garantizar” la protección de los 
derechos humanos de los migrantes en el texto legal, no basta para hacer 
real la ejecución de políticas públicas acordes a las actuales necesidades. 
En este sentido, es preciso hacer notar que lejos de conocer el significado 
de acceso a la justicia además del estudio formal y doctrinario del concepto, 
es más importante ubicar los elementos y arraigar éstos en las personas para 
que puedan generar las condiciones efectivas para el acceso a la justicia4 . 
Ello conlleva a un impulso masivo de consideraciones legales y 
administrativas, para que el sistema de justicia sea verdaderamente efectivo. 
Diversos testimonios dados por quienes viven en carne propia el tortuoso 
camino en calidad de migrantes han manifestado el descontento que existe 
respecto al trato recibido en nuestro país, lo mismo ocurre al exterior a 
través de numerosas organizaciones no gubernamentales y entidades 
públicas internacionales. 
Mientras eran esperados algunos argumentos convincentes y propositivos 
para erradicar estas malas prácticas en materia de maltrato y abuso de 



migrantes a favor del Estado mexicano, por medio de un informe dirigido al 
Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial 
de las Naciones Unidas sobre el mismo tema, en días recientes se da a 
conocer en varios medios de comunicación el indignante caso de denuncias 
por abuso de autoridad y participación en el secuestro masivo de migrantes 
por parte de policías municipales hasta en ocho ocasiones en Cárdenas, 
Tabasco. Las denuncias fueron presentadas en forma por quienes resultaron 
agredidos verbalmente, amenazados e intimidados con la finalidad de cesar 
en la presentación de denuncias para evitar estas fechorías. El albergue para 
migrantes denominado La 72, por conducto de una de las integrantes 
conocida como la Hermana Diana Muñoz, religiosa franciscana5 , quien 
fuese propinada también con insultos y amenazas, es uno de los casos de la 
mala actuación de servidores públicos en contra de migrantes. 
No existe justificación para un maltrato y los abusos perpetrados para estas 
personas, sin embargo la recurrencia en estos actos nos hace pensar que el 
diseño institucional no tiene pensado programas dedicados a la atención del 
impacto respecto de los flujos migratorios, como tampoco tiene previsto un 
impacto presupuestal debido a la endeble planeación y ejecución de la 
política de defensa de los derechos humanos y la protección de migrantes 
tanto nacionales como extranjeros en el interior de nuestro país. 
Por si fuera poco, estamos hablando de un diseño institucional cuyo reflejo 
de sus políticas públicas señalan un retroceso con el trato que se les da a los 
migrantes, pues éstas distan en mucho de lo que realmente se conoce como 
un propósito legal a favor de los extranjeros y connacionales en tránsito 
hacia la frontera norte principalmente. Tal parece que la política anti-
inmigrante promovida por los Estados Unidos de Norteamérica, para inhibir 
la mal llamada “invasión silenciosa” pensada a mediados de los años 
setenta6 y hoy en día transformada en una defensa de la soberanía y de 
seguridad nacional principalmente frente al terrorismo, es ahora parte 
medular de la política de trato de migrantes en nuestro país por sus rasgos 
característicos a una política que queda en franco rechazo a quienes por 
necesidad buscan alcanzar otros niveles de vida y no tienen otra alternativa 
más que la de arriesgar su integridad en un largo recorrido por territorios 
mexicanos. 
A decir verdad estamos frente a una crisis migratoria, pero además nos 
vemos frente a un escenario adverso en materia de atención y aplicación de 
programas destinados a la defensa de los derechos humanos y la protección 
de migrantes. Por mucho que se pongan en marcha diversos programas para 



atender las demandas de la población migrante nacional y extranjera, en la 
actualidad impera el maltrato, el abuso de poder, la discriminación y un 
sinfín de arbitrariedades cometidas contra estas personas. En otras palabras, 
la aplicación de cualquier protocolo de cuidado a los migrantes dista de una 
atención apegada al respeto irrestricto de los derechos humanos. 
Existe racismo, no se prevén protocolos de atención a las necesidades que 
puedan tener los migrantes en las estaciones migratorias dado el caso de 
una sobrepoblación, no se cuenta con la debida preparación para atender 
contingencias, inhiben la realización de trámites consulares, criminalizan su 
presencia y sus objetivos además de ser perseguidos mediante la práctica de 
una política de uso de la fuerza pública bajo el pretexto de proteger el 
interés superior de la nación frente a una amenaza a la seguridad nacional7 , 
mal informan respecto de sus obligaciones y derechos como migrantes pese 
a la claridad de nuestras leyes en materia y son víctimas de sanciones más 
duras como estrategia desalentadora para regularizar su estancia al interior 
del país. 
En suma, quienes suscribimos la presente iniciativa tenemos claro que aún 
existen demasiados desaciertos en cuanto a la protección que debe darse a 
través de las autoridades en materia migratoria dirigida a la población 
migrante, propios o extranjeros. 
Por ello es que proponemos ajustar el texto legal actual tomando en cuenta 
los mínimos elementos necesarios para proporcionar la debida atención a 
esta población, dejando claro que una vez inscritos en la ley se tendrá la 
posibilidad de contar con mayores recursos presupuestales y se estará bajo 
condiciones propicias para adecuar los protocolos de atención sin tener 
dudas de su implementación basado al derecho, quitando incluso el valor 
potestativo en el quehacer de sus actividades como servicio público y 
remplazándolo por una obligación al servicio de las personas. 
Con base a lo ya señalado, sometemos a la consideración del pleno, la 
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversas 
disposiciones de la Ley de Migración, para quedar como sigue: 
Decreto 
Artículo Único. Se reforman los artículos 20 y sus fracciones I y IX; y el 
artículo 21 y sus fracciones I y II, de la Ley de Migración, para quedar como 
sigue: 
Ley de Migración 
Título Tercero 
De las Autoridades en Materia Migratoria 



Capítulo I 
De las Autoridades Migratorias 
Artículo 20. El instituto tendrá las siguientes obligaciones en materia 
migratoria: 
I. Instrumentar la política en materia migratoria y la aplicación de 

protocolos para su atención pronta y expedita, en estricto apego a la 
protección de los derechos humanos de los migrantes, además de 
promover el ejercicio del respeto y la solidaridad para todos sin 
distinción alguna. 

De II a VIII. ... 
IX. Proporcionar información contenida en las bases de datos de los distintos 

sistemas informáticos que administra, a las diversas instituciones de 
seguridad nacional que así lo soliciten, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables, además de proporcionar orientación 
veraz y oportuna a los migrantes sobre sus derechos y obligaciones, y 
sobre el estado que guardan sus trámites y solicitudes realizados con 
propósitos de regularización de su estancia en el país, sobre la 
obtención de asilo y las demás inherentes a su condición de migrantes. 

Artículo 21. La Secretaría de Relaciones Exteriores tendrá las siguientes 
obligaciones en materia migratoria: 
I. Aplicar en el ámbito de su competencia las disposiciones de esta ley, su 

reglamento, la aplicación de protocolos para su atención pronta, 
expedita y demás disposiciones legales, en estricto apego a la protección 
de los derechos humanos de los migrantes, además de promover el 
ejercicio del respeto y la solidaridad para todos sin distinción alguna. 

II. Promover conjuntamente con la secretaría la suscripción de instrumentos 
internacionales en materia de retorno asistido de mexicanos y extranjeros; 
mediante protocolos de atención pronta, expedita y con estricto apego 
a la protección de los derechos humanos de los migrantes. 

... 
Transitorios 
Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al 
presente decreto. 
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